
BOE núm. 129 Jueves 30 mayo 2002 19351

Fundamentos de Derecho

Vistos los artículos 9 y 208 de la Ley Hipotecaria y 47, 51 y 308 de
su Reglamento, así como la Resolución de esta Dirección General, de 5
de enero de 2002.

1. Se presenta en el Registro una escritura de segregación y venta
de una parcela, acompañada de otra escritura de aclaración y declaración
de obra nueva sobre la parcela citada. El Registrador suspende la ins-
cripción por entender que concurren los siguientes defectos (aparte de
otro no recurrido): a) Ser necesario certificado municipal para acreditar
el carácter urbano de la finca, ya que figura en el Registro como rústica.
b) En una solicitud de certificado de licencia urbanística que se testi-
monia, se refiere a la finca segregada, cuando debe referirse a la finca
matriz. c) No se aporta certificado del Ayuntamiento donde conste ser
cierta la calle y número donde se dice está situada la finca. d) Dos de
los tres certificados catastrales que se acompañan son ilegibles. e) La
finca matriz está gravada con una servidumbre y la que se segrega se
dice libre de cargas. f) La descripción de la finca matriz no coincide
con la del Registro, pues no se ha tenido en cuenta una segregación. g) La
declaración de obra nueva no es admisible, pues se dice que se construyó
en una fecha en que los declarantes no eran propietarios.

Recurrida la calificación, el Presidente del Tribunal Superior estima
el recurso, excepto en uno de los defectos, el cual confirma. El Registrador
apela el auto presidencial.

2. En cuanto a los defectos recogidos en los apartados a) y c), no
pueden mantenerse. Como ha dicho este centro directivo (véase la Reso-
lución citada en el «vistos»), aunque tales circunstancias no se considerarán
acreditadas, nunca serían impeditivas de la inscripción con la descripción
que consta en el Registro.

3. En cuanto al defecto recogido en el apartado b), también debe
revocarse, pues en una solicitud de parcelación es indiferente que no se
señale la finca matriz, siempre que, de la descripción de la segregada,
pueda identificarse aquélla.

4. El defecto de la letra d) también debe ser revocado, pues el Regis-
trador, a pesar de decir en la nota que los certificados son ilegibles, en
el informe preceptivo copia literalmente dichos certificados, lo cual indica,
indudablemente, que ha sido posible leerlos.

5. Igual camino debe seguir el defecto recogido en el apartado e),
tan artificial como los anteriores. El hecho de que el estado de cargas
de la finca en el Registro no coincida con lo que los interesados manifiestan
en la escritura podrá tener repercusiones contractuales, pero nunca impe-
dir la inscripción.

6. Tampoco puede mantenerse el defecto recogido en la letra f), pues
las diferencias en la descripción de la finca matriz, consecuencia de no
haberse tenido en cuenta una segregación, son irrelevantes si dicha finca
está perfectamente identificada, y así resulta del artículo 47 del Reglamento
Hipotecario.

7. Igual ha de predicarse del último de los defectos, consistente en
que en la fecha en que los adquirentes dicen se construyó la obra nueva
no eran propietarios. La declaración de obra nueva se hace por el titular
registral, independientemente de que, según los datos obrantes en el Regis-
tro, en la fecha de construcción tal titular sea o no propietario. Si no
se admitiera así nunca podría inscribirse una obra nueva si el propietario
que la construyó no la hubiera declarado.

Esta Dirección General ha acordado desestimar el recurso interpuesto,
confirmando el auto presidencial.

Madrid, 20 de marzo de 2002.—La Directora general, Ana López-Monís
Gallego.

Excmo. Sr. Presidente del Tribunal Superior de Justicia de la Comunidad
Valenciana.

10426 RESOLUCIÓN de 22 de marzo de 2002, de la Dirección Gene-
ral de los Registros y del Notariado, en el recurso guber-
nativo interpuesto por «Grupo Riofisa, Sociedad Anónima»
contra la negativa del Registrador Mercantil de Madrid
número XV, don Juan Pablo Ruano Borrella, a inscribir
una escritura de elevación a público de determinados
acuerdos sociales.

En el recurso gubernativo interpuesto por don Oscar Merino Frías,
en nombre de «Grupo Riofisa, Sociedad Anónima», contra la negativa del
Registrador Mercantil de Madrid número XV, don Juan Pablo Ruano Borre-
lla, a inscribir una escritura de elevación a público de determinados acuer-
dos sociales.

Hechos

I

El 18 de septiembre de 2001, mediante escritura pública otorgada ante
el Notario de Madrid don Salvador Barón Rivero, se elevaron a público
los acuerdos sociales de fusión adoptados el 18 de junio del mismo año
por las Junta generales de las entidades «Grupo Riofisa, Sociedad Anó-
nima», «Activos Inmobiliarios Europa XXI, Sociedad Anónima (Sociedad
Unipersonal)» y «GMD Gran Manzana Desarrollos, Sociedad Anónima (So-
ciedad Unipersonal)», por los que la primera absorbió a las dos restantes.

II

Presentada copia de dicha escritura en el Registro Mercantil de Madrid,
fue calificada con la siguiente nota: «Defecto subsanable. No consta al
menos la fecha del balance de la sociedad absorbente (artículo 239 de
la Ley de Sociedades Anónimas). En el plazo de dos meses, a contar de
esta fecha, se puede interponer recurso gubernativo de acuerdo con los
artículos 66 y siguientes del Reglamento del Registro Mercantil. Madrid,
18 de octubre de 2001. El Registrador. (Firma ilegible)».

III

El defecto expresado fue subsanado mediante instancia de 12 de
noviembre de 2001, con las firmas legitimadas notarialmente del Presidente
y del Secretario del Consejo de Administración de la sociedad ahora
recurrente —en la cual se expresa únicamente que la fecha del Balance
de la sociedad absorbente es de 31 de diciembre de 2000—, por lo que
la escritura fue inscrita el 21 de noviembre. No obstante, por escrito que
tuvo entrada en el Registro Mercantil el 4 de enero de 2002, don Óscar
Merino Frías, en nombre de «Grupo Riofisa, Sociedad Anónima» interpuso
recurso contra la anterior calificación, y alegó: 1.o Que del artículo 239
de la Ley de Sociedades Anónimas, que contempla exclusivamente el
momento de confección del Balance de fusión, no se deduce la necesidad
de hacer constar en la escritura pública la fecha del balance de la sociedad
absorbente, y en ninguna de las normas que regulan la fusión se impone
la obligatoriedad de hacer constar tal fecha, sino más bien todo lo contrario
(así, el artículo 244.1 de dicha Ley se refiere a la incorporación del Balance
de fusión de las sociedades que se extinguen, entendiendo por tales las
sociedades absorbidas); 2.o Que el artículo 227.2.5.a del Reglamento del
Registro Mercantil ratifica este extremo al disponer que en la escritura
de fusión sólo habrá de incorporarse el Balance de fusión de las sociedades
que se extinguen); 3.o Que el artículo 238.e) de la Ley de Sociedades
Anónimas establece la obligación de poner a disposición de determinadas
personas «el Balance de fusión de cada una de las sociedades...», sin que
el legislador se haya referido expresamente al balance de la sociedad absor-
bente, y cuando dicho legislador quiere referirse a la sociedad absorbente
lo hace con referencias expresas (cfr. artículos 234, 237 y 240, que aluden
a las «sociedades que participen en la fusión»); 4.o Que las menciones
exigidas en el artículo 238 de la Ley deben hacerse constar en el texto
de la escritura (cfr. artículo 227.2.2.a del Reglamento del Registro Mer-
cantil), sin que deba reflejarse expresamente la fecha del balance de la
sociedad absorbente; 5.o Que, respecto de la cuestión de fondo, la obli-
gatoriedad de la elaboración del balance de la sociedad absorbente viene
impuesta en los artículos 235, a) y b), y 236 de la Ley y las menciones
enumeradas en estos artículos son precisamente las que no son necesarias
incluir en el proyecto de fusión cuando —como ocurre en el presente caso
ésta sea impropia, conforme al artículo 250 de la Ley, por lo que en este
tipo de fusión no parece necesario elaborar un balance de la sociedad
cuya única finalidad es poner en conocimiento del accionista de la sociedad
absorbente que ésta es propietaria de la totalidad de las acciones de las
sociedades absorbidas, sin que sea relevante ni la cuantía de tal patrimonio
porque no habrá aumento del capital, ni tampoco el importe del patrimonio
preexistente de la sociedad absorbida porque no habrá canje de acciones
(cfr. artículos 233 y 235 de la Ley); 6.o Que desde el punto de vista
del derecho de información regulado en el artículo 238 de la Ley, parece
lógico deducir que no está referido a los accionistas de las sociedades
absorbidas, unipersonales, cuyo único accionista es precisamente la socie-
dad absorbente y, al tratarse de fusión «impropia», a los accionistas de
esta última no les aporta información adicional el Balance de su propia
sociedad. Que cabe traer a colación la Resolución de 30 de junio de 1993,
según la cual «... ni siquiera la inexistencia del proyecto de fusión implica
un desconocimiento por los socios de los presupuestos y alcance de la
fusión pretendida (piénsese en sociedades con escaso número de socios
y patrimonio social reducido)». Que, por ello cabe entender que la ausencia
de balance de la sociedad absorbente no implica un desconocimiento por
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los socios de los presupuestos y alcance de la fusión, máxime cuando
el proyecto de fusión les informa que ya son propietarios, indirectamente,
del cien por cien del capital social de las sociedades absorbidas. Que,
además, no existen en el presente caso obligacionistas ni titulares de dere-
chos especiales y, respecto de los representantes de los trabajadores, tam-
poco parece lógico que precisen del balance de la sociedad absorbente
si se tiene en cuenta que no participan en la adopción de la pertinente
decisión, ni pueden predeterminar, vetar o modificar su contenido;
7.o Que solicita se tenga por formulado el «recurso gubernativo a efectos
doctrinales» contra la calificación de 18 de septiembre de 2001, y 8.o Que,
de conformidad con el artículo 71 del Reglamento del Registro Mercantil,
para el caso de que el Registrador mantuviera en su decisión la calificación,
solicita que se eleve el expediente sin más trámite a esta Dirección General.

IV

Remitido el 10 de enero el anterior escrito al Notario autorizante de
la escritura, sin que éste realizara alegación alguna, el Registrador Mer-
cantil, mediante escrito que tuvo entrada en este Centro Directivo el 24
de enero de 2002, resolvió mantener la nota de calificación, y alegó:
1.o Que a pesar de lo establecido en la disposición transitoria decimoctava
de la Ley 24/2001, de 27 de diciembre, según la cual el régimen previsto
en dicha Ley para el recurso gubernativo será de aplicación a los recursos
interpuestos con posterioridad a su entrada en vigor, considera que el
plazo para interponer el recurso no es el de un mes contado desde la
fecha de notificación de la calificación, sino el de dos meses a contar
desde al fecha de la nota de calificación, por lo que el presente recurso
se ha presentado fuera de plazo; 2.o Que en cuanto al objeto del recurso,
si bien el artículo 227 del Reglamento del Registro Mercantil exige que
la escritura de fusión recoja separadamente, entre otros extremos, sólo
el balance de fusión de las sociedades que se extinguen y no los de todas
las participantes en la fusión, no es menos cierto que el artículo 239 de
la Ley de Sociedades Anónimas se refiere al balance de fusión sin distinguir
entre unas u otras sociedades, por lo dicho precepto es aplicable a todas
las sociedades intervinientes en la fusión; 3.o Que dicho precepto legal
es consecuencia de la adaptación a la Tercera Directiva sobre fusiones,
la cual indica la necesidad de que figure un estado contable de las socie-
dades participantes entre los documentos informativos que han de estar
a disposición de los accionistas con anterioridad a la celebración de la
Junta que ha de decidir sobre la fusión (artículo 11.1. letra c y 2); 4.o Que
el artículo 238.1.c) de la Ley, al contemplar la información a los accionistas
sobre la fusión se refiere al balance de fusión «de cada una de las socie-
dades», pues la necesidad de información contable por parte de los admi-
nistradores implica la de ofrecer una imagen de la realidad contable de
todas las sociedades participantes, por lo que la elaboración del balance
de fusión es una obligación que afecta a todas las sociedades participantes
en dicho proceso de fusión, cuya ausencia acarrearía una causa de nulidad
que haría posible la impugnación del acuerdo y la consiguiente respon-
sabilidad de los administradores. Que por ello el Registrador debe calificar
al menos la existencia del balance también de la sociedad absorbente y
el cumplimiento del artículo 239 de la Ley de Sociedades Anónimas en
cuanto a su fecha.

Fundamentos de Derecho

Vistos los artículos 18 del Código de Comercio; los artículos 19 y 325
de la Ley Hipotecaria y las disposiciones adicional vigésima cuarta y tran-
sitoria decimoctava de la Ley 24/2001, de 27 de diciembre; artículos 235,
238, 239, 244 y 250 de la Ley de Sociedades Anónimas; artículo 11, apar-
tados 1.c) y 2, de la Tercera Directiva del Consejo, 78/855/CEE, de 9 de
octubre de 1978; y artículos 68, 76 y 227.2.1.a del Reglamento del Registro
Mercantil, aprobado por Real Decreto 1784/1996, de 19 de julio.

1. En este expediente apunta el Registrador una cuestión formal pre-
via, pues, a pesar de lo establecido en la disposición transitoria decimoctava
de la Ley 24/2001, de 27 de diciembre, según la cual el régimen previsto
en dicha Ley para el «recurso gubernativo» será de aplicación a los recursos
interpuestos con posterioridad a su entrada en vigor, considera que el
plazo para interponer el presente recurso no es el de un mes contado
desde la fecha de notificación de la calificación, sino el de dos meses
a contar desde la fecha de la nota de calificación, por lo que, a su juicio,
el recurso se ha presentado fuera de plazo. No obstante, procede ahora
entrar en el fondo de asunto si se tiene en cuenta que se trata de un
recurso que, a pesar de haber sido subsanado el defecto expresado en
la calificación, se ha interpuesto por la sociedad a cuyo favor se hubiera
de practicar la inscripción (cfr. las diferencias entre el régimen del recurso
«a efectos exclusivamente doctrinales» según el artículo 76 del Reglamento

del Registro Mercantil de 1996 -que en su apartado 1 exigía que se hubiesen
inscrito los documentos calificados en virtud de los defectos alegados en
la nota, y en su apartado 2 permitía el archivo del recurso por falta de
interés doctrinal- y el que disciplina el hoy vigente artículo 325, último
párrafo, de la Ley Hipotecaria al que se remite la disposición adicional
vigésima cuarta de la Ley 24/2001, por lo que bien puede entenderse que
en este caso de recurso ordinario interpuesto una vez subsanado el defecto
no cabe oponer su extemporeneidad —adviértase que en el momento de
la interposición del recurso no ha transcurrido ni siquiera un mes desde
la entrada en vigor de la Ley—, si se atiende a los principios que sirven
de fundamento a dicha disposición transitoria decimoctava de la citada
Ley 24/2001 y a las disposiciones transitorias primera y cuarta del Código
Civil) y que, a mayor abundamiento, el Registrador entra a decidir sobre
el defecto debatido.

2. Mediante la escritura calificada se elevan a público los acuerdos
sociales de fusión por los que dos sociedades anónimas son absorbidas
por otra que es titular de todas las acciones de aquéllas. El Registrador
suspende la inscripción de dicha escritura con base en el artículo 239
de la Ley de Sociedades Anónimas, según la nota de calificación, porque
no consta al menos la fecha del balance de la sociedad absorbente.

3. Para determinar la verdadera relevancia del balance de fusión de
«cada una de las sociedades» que, según el artículo 238.1.e) de la Ley
de Sociedades Anónimas, deberá ponerse a disposición de los accionistas
(y, en su caso, de los demás interesados a que se refiere tal precepto
(desde la publicación de la convocatoria de la junta que haya de acordar
la fusión, no cabe sino entender que se trata de un requisito cuyo alcance
es simplemente informativo, en cuanto sirve para permitir que los socios
y tales interesados conozcan la situación económica de las sociedades
que participan en la fusión. En efecto, desaparecido el derecho de sepa-
ración que el artículo 144 de la Ley de Sociedades Anónimas, de 17 de
julio de 1951, atribuía al socio que no hubiera votado a favor del acuerdo
de fusión y, por ende, descartada la función del balance de fusión como
instrumento para la fijación de la cuota correspondiente al socio que ejer-
citara el «ius separationis», dicho balance no es sino un elemento que
refleja la situación patrimonial existente en el momento de la fusión, lo
que no quiere decir que carezca de relevancia a la hora de fijar, en su
caso, el tipo de canje de las acciones o como instrumento de protección
de los socios que hayan de aprobar la fusión o de los mencionados inte-
resados en la misma.

Esa función informativa del balance de fusión es la que resulta de
interpretar la norma debatida a la luz de lo dispuesto en los aparta-
dos 1.c) y 2 del artículo 11 de la Tercera Directiva, 78/855/CEE, según
los cuales cualquier accionista que deba decidir en Junta general sobre
un proyecto de fusión tiene derecho a examinar un estado contable de
las sociedades que participan en dicha fusión.

Es cierto que el artículo 244 de la Ley de Sociedades Anónimas exige
que la escritura de fusión contenga el balance de fusión de las sociedades
que se extingan, sin incluir en esta exigencia el balance de la sociedad
absorbente, y ello, sin duda, en consideración de la trascendencia que
tiene la situación de aquellas sociedades, cuyos patrimonios son adquiridos
por ésta; pero el hecho de que ese balance de la sociedad absorbente
no deba ser necesariamente incluido en la escritura no implica que en
dicho título pueda prescindirse de la referencia al cumplimiento de la
obligación de información impuesta por el artículo 238.1.e) de dicha Ley
(y ello aun en los casos, como el presente, de sociedades íntegramente
participadas, en que no procede la fijación de tipo de canje ni el aumento
del capital social, conforme al artículo 250 de la Ley, toda vez que ni
siquiera en tales supuestos puede descartarse que las personas mencio-
nadas en el citado artículo 238.1 tengan interés en conocer la situación
patrimonial de la sociedad absorbente), y a tal efecto será suficiente la
manifestación de los otorgantes, bajo su responsabilidad, sobre dicho cum-
plimiento (cfr. artículo 227.2.1.a del Reglamento del Registro Mercantil),
por lo que, en puridad, no será necesario que en todo caso conste al
menos la fecha del balance de la sociedad absorbente —que es la exigencia
expresada por el Registrador en la nota de calificación y lo que constituye
el objeto del presente recurso, conforme al artículo 68 del Reglamento
del Registro Mercantil— si aquella manifestación consta en la escritura.

Esta Dirección General ha acordado estimar el recurso, respecto del
defecto tal como ha sido expresado en la nota de calificación, en los tér-
minos que resultan de los fundamentos de derecho que anteceden.

Contra esta resolución cabe recurrir mediante demanda ante el Juzgado
de lo civil de la capital de la Provincia del lugar donde radica el Registro
en el plazo de dos meses desde su notificación, siendo de aplicación las
normas del juicio verbal, todo ello conforme a lo establecido en la Dis-
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posición Adicional vigésimo cuarta de la Ley 24/2001, 27 de diciembre
y el artículo 328 de la Ley Hipotecaria.

Madrid, 22 de marzo de 2002.—La Directora general, Ana López-Monís
Gallego.

Sr. Registrador Mercantil de Madrid número XV.

10427 RESOLUCIÓN de 23 de marzo de 2002, de la Dirección Gene-
ral de los Registros y del Notariado, en el recurso guber-
nativo interpuesto por don Jaime Cifuentes Zarracina con-
tra la negativa del Registrador de la Propiedad de Gijón
número 5, don Manuel Parga López, a rectificar un error
en determinada inscripción.

En el recurso gubernativo interpuesto por don Jaime Cifuentes Zarra-
cina, contra la negativa del Registrador de la Propiedad de Gijón, núme-
ro 5, don Manuel Parga López, a rectificar un error en determinada ins-
cripción.

Hechos

I

En escrito de 17 de diciembre de 2001 dirigido al señor Registrador
de la Propiedad de Gijón, número 5, don Jaime Cifuentes Zarracina expone
que del examen de la inscripción segunda de la finca 4.671 referente a
un acta de expropiación realizada por el Ayuntamiento de Gijón a favor
de la Junta de Compensación de la Unidad de Actuación 103 del Plan
General de Ordenación Urbana de dicha ciudad se desprenden múltiples
errores de concepto (las cuales transcribe) y solicita la rectificación de
los mismos, que pueden ser motivo de nulidad del asiento con todas las
consecuencias derivadas de la misma y para dar cumplimiento a lo ante-
riormente dicho, se recabe al Ayuntamiento de Gijón las aclaraciones pre-
vias, o nuevo título, en el que se dé cumplimiento a lo ordenado en el
artículo 51 del Reglamento de la Ley de Expropiación Forzosa, con indi-
cación precisa de las razones por las que la consignación ha sido realizada
para su calificación por el Registrador.

II

Presentado el citado escrito en el Registro de la Propiedad de Gijón,
número 5, fue calificado con la siguiente nota: «Presentada la precedente
instancia en este Registro se observa el defecto subsanable de falta de
legitimación de la firma del interesado. No obstante confrontada la ins-
cripción a que se refiere, el Registrador considera que no existe error
en la inscripción practicada por lo que no procede rectificación. Queda
reservado a los interesados su derecho conforme el artículo 218 de la
Ley Hipotecaria. Gijón, a 18 de diciembre de 2001.—El Registrador,».

III

Don Jaime Cifuentes Zarracina interpuso recurso gubernativo contra
la anterior calificación y alegó: 1.o Que con fecha 18 de diciembre de
2001 se inscribió por título de expropiación, una finca expropiada por
el Ayuntamiento de Gijón, en beneficio de la Junta de Compensación de
la UA-103 del Plan General de Ordenación Urbana de Gijón. 2.o Que obte-
nida copia fiel de la citada inscripción se detectaron un error de concepto
y dos errores materiales ya corregidos. 3.o Que calificado el documento
el Registrador considera que no existe error. 4.o Que en el asiento a
que se refiere el error de concepto denunciado, se sustituye la preposición
«por» por la preposición «para» en relación con las razones por las que
la consignación del Justiprecio ha sido realizada, incumpliendo con ella
lo establecido en la Ley de Expropiación Forzosa en relación con las pres-
cripciones que han de contener los títulos para su acceso al Registro,
con las consecuencias de todo orden que de ello se derivan. Se trata de
un doble error de concepto, gramatical por una parte y jurídico por otra
(artículo 51.1 del Reglamento de la Ley de Expropiación Forzosa). Cabe
señalar en este sentido que el expropiado tiene sus propias garantías a
través del Ordenamiento Jurídico urgente, entre las que se encuentra la
imposibilidad del acceso al Registro de aquellos títulos que no cumplan
con los requisitos legales establecidos y cuyo estricto control corresponde
al propio Registrador. 5.o Que a los anteriores hechos son de aplicación
los siguientes fundamentos de derecho: La norma 6.a del artículo 32 del
Reglamento Hipotecario; apartado 2 del artículo 55 del Reglamento de

la Ley de Expropiación Forzosa. Que con independencia del carácter limi-
tado de razones que contempla el citado artículo 51 del Reglamento de
la Ley de Expropiación Forzosa, ha de resaltarse que ni en el título ni
en la propia inscripción figura la razón por la que ha sido realizada la
consignación.

IV

El Registrador de la Propiedad de Gijón, número 5 informó: Que con
fecha 22 de noviembre de 2001, se practicó la inscripción 2.a de la finca
4.671, al libro 206 del tomo 1887, libro 61 de la Sección tercera del Registro
de la Propiedad. Se trata de un acta de expropiación, siendo el expropiado
don Jaime C. Z., la administración expropiante el Ayuntamiento de Gijón
y el beneficiario en la Junta de Compensación de la Unidad de Actuación
103 del Plan General de Ordenación de Gijón. Que una vez practicada
la inscripción entra en juego el artículo 1 párrafo 3 de la Ley Hipotecaria.
Que excepcionalmente cabe rectificar un asiento cuando en el mismo se
ha cometido un error, que puede ser material o de concepto (en este
caso el propio interesado califica el error de concepto). Que se ratifica
que a juicio del Registrador no existe error de concepto y no procede
la rectificación, por lo que la misma solo puede obtenerse por vía de reso-
lución judicial conforme al artículo 218 de la Ley Hipotecaria. Que, en
conclusión, el recurso debe ser rechazado y procede declarar la inadmi-
sibilidad al no tratarse de supuestos previstos en la Ley, sin perjuicio
del derecho del solicitante a promover el correspondiente juicio declarativo
para obtener la rectificación interesada.

Fundamentos de Derecho

Vistos los artículos 1, 211 a 220 y 324 a 327 de la Ley Hipotecaria,
así como el 329 de su Reglamento;

1. Son hechos relevantes para la resolución del presente recurso los
siguientes:

Se practica una inscripción en el Registro, como consecuencia de una
expropiación forzosa;

El expropiado presenta en el Registro una instancia en la que, enten-
diendo que en la inscripción se ha cometido un error de concepto, solicita
que se rectifique dicha inscripción;

El Registrador extiende nota expresando que, a su juicio, no existe
ningún error en la referida inscripción, por lo que no procede la rec-
tificación, sin perjuicio del derecho que concede a los interesados el artícu-
lo 218 de la Ley Hipotecaria. El solicitante recurre dicha nota.

2. El recurso no procede. En efecto, y, como dice el artículo 218 de
la Ley Hipotecaria, cuando el Registrador o cualquiera de los interesados
se opongan a la rectificación de un error de concepto, por estimar que
la inscripción es conforme con el título inscrito, la pretensión de rec-
tificación debe dilucidarse en juicio ordinario.

Esta Dirección General ha acordado no admitir el recurso interpuesto,
debiendo el interesado acudir a la jurisdicción ordinaria para ejercer su
derecho.

Contra esta resolución cabe recurrir mediante demanda ante el Juzgado
de lo civil de la capital de la Provincia del lugar donde radica el inmueble
en el plazo de dos meses desde su notificación, siendo de aplicación las
normas del juicio verbal, todo ello conforme a lo establecido en el artícu-
lo 328 de la Ley Hipotecaria.

Madrid, 23 de marzo de 2002.—La Directora general, Ana López-Monís
Gallego.

Sr. Registrador de la Propiedad de Gijón Número Cinco.

10428 RESOLUCIÓN de 25 de marzo de 2002, de la Dirección Gene-
ral de los Registros y del Notariado, en el recurso guber-
nativo interpuesto por doña Belén Viscasillas Pera y don
Jesús Viscasillas Juste contra la negativa de la Registra-
dora mercantil de Huesca, doña Belén Madrazo Meléndez,
a inscribir determinado acuerdo social de la entidad «Hor-
migones del Pirineo, Sociedad Anónima».

En el recurso gubernativo interpuesto por doña Belén Viscasillas Pera
y don Jesús Viscasillas Juste contra la negativa de la Registradora mercantil
de Huesca, doña Belén Madrazo Meléndez, a inscribir determinado acuerdo
social de la entidad «Hormigones del Pirineo, Sociedad Anónima».


